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TRIBUNAL DE ÉTICA GUBERNAMENTAL: San Salvado Centro, a las diez horas con 

nueve minutos del día diecinueve de diciembre de dos mil veinticinco. 

El señor interpuso denuncia contra el Juez de Medio 

Ambiente de San Miguel; con la documentación que adjunta [ff 1 al 83]. 

Al respecto, este Tribunal hace las siguientes consideraciones: 

l. El artículo 80 del Reglamento de la Ley de Ética Gubernamental, en lo sucesivo 

RLEG, establece los supuestos que constituyen como causales de improcedencia de la 

denuncia; entre ellas, que el hecho denunciado no constituya transgresión a las prohibiciones 

o deberes éticos; y que ésta sea de competencia exclusiva de otras instituciones de la 

Administración Pública, de conformidad con los términos establecidos en las letras b) y d) 

de dicha disposición. 

Por lo que, toda conducta por acción u omisión constitutiva de infracción 

• administrativa debe estar descrita con claridad en una norma, y siendo que la potestad 

sancionadora de la Administración Pública es un poder que deriva del ordenamiento jurídico, 

la cual para el caso de este Tribunal, se encuentra delimitado únicamente a los hechos 

.contrarios a los deberes y prohibiciones éticas regulados en la Ley de Ética Gubernamental 

en lo sucesivo LEG. 

Ello es así en observancia al principio de legalidad, el cual "[. . .} impone el actuar 

riguroso de la Administración coriforme lo que estipule la ley en cuanto a la creación del 

catálogo predeterminado, claro y preciso de las infracciones (. . .)administrativas. Del mismo 

devienen dos principios que han adquirido una clara autonomía en esta sede, el de reserva 

legal y de tipicidad" (Sentencia del 29-IV-2013, Inc. 18-2008, Sala de lo Constitucional). La 

reserva legal obliga a los regímenes administrativos sancionatorios a que las limitaciones a 

• derechos fundamentales deban realizarse únicamente mediante una ley formal -emanada de 

la Asamblea Legislativa-; lo que conlleva inevitablemente al respeto de la tipicidad, 

mediante la cual se configura la conducta regulada en la infracción administrativa, así como 

la sanción que corresponde a ésta. La definición inequívoca de la materia de deber y 

prohibición, es lo que permite a este Tribunal encajar los hechos planteados a una infracción 

·determinada. 

11. En su escrito, el señor 

mil veinticuatro, interpuso denuncia contra el señor 

señala que en mayo de dos 

ante el 

Juzgado de Medio Ambiente de San Miguel, por un relleno que éste estaba construyendo en 

una propiedad que colinda con la suya. 

Indica que las resoluciones del Juzgado "no son lo que esperaba ya que el problema 

sigue"; "sospecha" (sic) que el Juez es amigo del primo del señor 

y que no está siendo imparcial. 
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111. Toda autoridad administrativa está supeditada a una serie de principios de rango 

constitucional, entre los que destaca el de legalidad consagrado en el inciso 3 º del artículo 

86 de la Constitución. Como consecuencia de ello, la Administración Pública sólo puede 

actuar cuando existe una ley formal que la habilite para tal efecto, y dentro de los límites 

establecidos por la misma. 

Así, para que la denuncia sea procedente ante este Tribunal es imprescindible que el 

asunto expuesto en la misma sea propio del marco ético establecido en los artículos 5, 6 y 7. 

de laLEG. 

En ese sentido, el denunciante señala que sospecha que el Juez de Medio Ambiente de 

San Miguel es "amigo del primo" de una parte procesal de un caso que se tramita en esa sede; 

sin embargo, ello se refiere a una mera especulación y, en este sentido, no existen indicios 

suficientes de un hecho concreto del cual pueda entrar a conocer este Tribunal. 

Por otra parte, la conducta atribuida por el denunciante a dicho Juez relacionada a que 

las resoluciones no son lo que espera es una inconformidad del señor 

con los citados autos emitidos por el titular de esa sede judicial; lo cual no se adecúa 

a ninguno de los deberes y prohibiciones éticos contenidos en los artículos 5, 6 y 7 de la 

LEG; y, por tanto, no pueden ser del conocimiento de este Tribunal. 

Al respecto, es preciso indicar que con base en el art. 172 de la Constitución 

corresponde exclusivamente al Juez la potestad de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. Este 

artículo enuncia el principio de exclusividad jurisdiccional el cual implica, en primer lugar,_ 

un monopolio estatal como consecuencia ineludible de atribuir a la jurisdicción la naturaleza 

jurídica de potestad dimanante de la soberanía popular; y, en segundo lugar, un monopolio 

judicial, en virtud de la determinación del órgano al cual atribuye la jurisdicción. 

Es decir, la exclusividad de la potestad jurisdiccional de los Jueces y Magistrados 

significa que ningún otro órgano del Gobierno ni ente público puede realizar el derecho en 

un caso concreto juzgando de modo irrevocable y ejecutando lo juzgado (Sentencia del 25-

IV-2014, lnc. 94-2013, Sala de lo Constitucional). 

Y es que la tipificación de conductas y establecimiento de sanciones es creada por el 

legislador y no por la autoridad administrativa, pues esta última lo que realiza es su 

aplicación, como manifestación del respeto a la legalidad y a la seguridad jurídica. En 

consideración a ello, cabe resaltar que "el principio de tipicidad como derivación del 

principio de legalidad en materia punitiva, impone el límite a la Administración que 

únicamente pueda sancionar a una persona cuando exista previamente un tipo. 

administrativo que describa de manera certera una conducta considerada ilegal" 

(Resolución pronunciada el 26-VI-2018 por el Juzgado Segundo de lo Contencioso 

Administrativo en el proceso referencia 0001 l-18-ST-COPA-2CO). 

Así pues, este Tribunal se encuentra impedido de conocer respecto de los hechos objeto 

de denuncia antes señalados; por lo cual ésta deberá declararse improcedente. 
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La presente resolución en su versión original contiene datos personales y elementos de carácter 
confidencial. En ese contexto es oportuno proteger la esfera privada de sus titulares. En tal sentido, 
conforme al criterio de la 21-20-RA-SCA del 16/11/2020 y lo establecido en el artículo 30 de la LAIP, se 
extiende la versión pública:
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